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I.	 Introducción a la Causa 

[…]

2.	 La Comisión presentó la demanda con base en el artículo 61 de la Convención Ame-

ricana, con el fin de que la Corte decidiera si el Paraguay violó los artículos 4 (Derecho 

a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad Personal), 21 (Derecho a la Propiedad Privada), 8 

(Garantías Judiciales), y 25 (Protección Judicial) de la Convención Americana, en relación 

con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 (Obligación de Respetar los Dere-

chos) y 2 (Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno) de la misma, en perjuicio 

de la Comunidad Sawhoyamaxa del Pueblo Enxet-Lengua (en adelante la “Comunidad 

indígena Sawhoyamaxa”, la “Comunidad Sawhoyamaxa”, la “Comunidad indígena” o 

la “Comunidad”) y sus miembros (en adelante “los miembros de la Comunidad”). La 

Comisión alegó que el Estado no ha garantizado el derecho de propiedad ancestral de la 

Comunidad Sawhoyamaxa y sus miembros, ya que desde 1991 se encontraría en trami-

tación su solicitud de reivindicación territorial, sin que se haya resuelto satisfactoriamen-

te. De acuerdo con lo manifestado por la Comisión en su demanda, esto ha significado la 

imposibilidad de la Comunidad y sus miembros de acceder a la propiedad y posesión de 

sus tierras y ha implicado mantenerla en un estado de vulnerabilidad alimenticia, médica 

y sanitaria, que amenaza en forma continua su supervivencia e integridad.

[…]

IX.	Violación del artículo 21 de la Convención Americana 
(Derecho a la Propiedad Privada) en relación con los 
artículos 1.1 Y 2 de la misma

[…]

Consideraciones de la Corte

[…]

117.	Al analizar el contenido y alcance del artículo 21 de la Convención, en relación con 

la propiedad comunitaria de los miembros de comunidades indígenas, la Corte ha toma-

do en cuenta el Convenio Nº 169 de la OIT, a la luz de las reglas generales de interpre-

tación establecidas en el artículo 29 de la Convención, para interpretar las disposiciones 
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del citado artículo 21 de acuerdo con la evolución del sistema interamericano, habida 

consideración del desarrollo experimentado en esta materia en el Derecho Internacional 

de los Derechos Humanos184. El Estado ratificó e incorporó el referido Convenio Nº 169 a 

su derecho interno mediante la Ley Nº 234/93185.

118.	Haciendo uso de los criterios señalados, este Tribunal ha considerado que la estre-

cha vinculación de los integrantes de los pueblos indígenas con sus tierras tradicionales y 

los recursos naturales ligados a su cultura que ahí se encuentren, así como los elementos 

incorporales que se desprendan de ellos, deben ser salvaguardados por el artículo 21 de 

la Convención Americana186. La cultura de los miembros de las comunidades indígenas 

corresponde a una forma de vida particular de ser, ver y actuar en el mundo, constituido 

a partir de su estrecha relación con sus tierras tradicionales y recursos naturales, no sólo 

por ser estos su principal medio de subsistencia, sino además porque constituyen un ele-

mento integrante de su cosmovisión, religiosidad y, por ende, de su identidad cultural187.

119.	Lo anterior guarda relación con lo expresado en el artículo 13 del Convenio Nº 169 

de la OIT, en el sentido de que los Estados deberán respetar “la importancia especial que 

para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con 

las tierras o territorios, o con ambos, según los casos, que ocupan o utilizan de alguna 

otra manera, y en particular los aspectos colectivos de esa relación.”

120.	Asimismo, este Tribunal considera que los conceptos de propiedad y posesión en las 

comunidades indígenas pueden tener una significación colectiva, en el sentido de que la 

pertenencia de ésta “no se centra en un individuo sino en el grupo y su comunidad”188. 

Esta noción del dominio y de la posesión sobre las tierras no necesariamente corresponde 

a la concepción clásica de propiedad, pero merecen igual protección del artículo 21 de la 

Convención Americana. Desconocer las versiones específicas del derecho al uso y goce 

184	 Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C Nº 125, párrs. 124 a 131, y 

Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C Nº 79, 

párrs. 148 y 149. 

185	 Ley Nº 234/93 que ratifica el Convenio Nº 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países inde-

pendientes.

186	 Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C Nº 125, párrs. 137, y Caso de 

la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, supra nota 184, párr. 149.

187	 Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C Nº 125, párr. 135.

188	 Caso Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, supra nota 184, párr. 149.
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de los bienes, dadas por la cultura, usos, costumbres y creencias de cada pueblo, equi-

valdría a sostener que sólo existe una forma de usar y disponer de los bienes, lo que a su 

vez significaría hacer ilusoria la protección del artículo 21 de la Convención para millones 

de personas.

121.	En consecuencia, la estrecha vinculación de los pueblos indígenas con sus tierras 

tradicionales y los recursos naturales ligados a su cultura que ahí se encuentren, así como 

los elementos incorporales que se desprendan de ellos, deben ser salvaguardados por el 

artículo 21 de la Convención Americana. Al respecto, en otras oportunidades, este Tri-

bunal ha considerado que el término “bienes” utilizado en dicho artículo 21, contempla 

“aquellas cosas materiales apropiables, así como todo derecho que pueda formar parte 

del patrimonio de una persona; dicho concepto comprende todos los muebles e inmue-

bles, los elementos corporales e incorporales y cualquier otro objeto inmaterial suscepti-

ble de tener un valor”189.

[…]

126.	Consecuentemente, para analizar las controversias planteadas, el Tribunal examina-

rá, en primer lugar, si la posesión de las tierras por parte de los indígenas es un requisito 

para acceder al reconocimiento oficial de propiedad sobre los mismos. En caso de que 

la posesión no sea un requisito que condicione la existencia del derecho a la devolución, 

la Corte analizará, en segundo lugar, si tal derecho tiene un límite temporal. Finalmente, 

el Tribunal se referirá a las acciones que el Estado debe adoptar para hacer efectivo el 

derecho de propiedad comunitaria de los indígenas.

i)	 la posesión de las tierras

127.	En ejercicio de su competencia contenciosa, la Corte ha tenido la posibilidad de 

pronunciarse sobre la posesión de tierras indígenas en tres situaciones distintas. Por un 

lado, en el Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, el Tribunal señaló que la 

posesión de la tierra debería bastar para que los miembros de las comunidades indígenas 

obtengan el reconocimiento oficial de dicha propiedad y el consiguiente registro190. Por 

189	 Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C Nº 125, párr 137; Caso Co-

munidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, supra nota 184, párr. 144, y Caso Ivcher Bronstein. Sentencia de 6 

de febrero de 2001. Serie C Nº 74, párr. 122.

190	 Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, supra nota 184, párr. 151.
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otro lado, en el Caso de la Comunidad Moiwana, la Corte consideró que los miembros 

del pueblo N’djuka eran “los dueños legítimos de sus tierras tradicionales” aunque no 

tenían la posesión de las mismas, porque salieron de ellas a consecuencia de los actos de 

violencia que se produjo en su contra. En este caso las tierras tradicionales no fueron ocu-

padas por terceros191. Finalmente, en el Caso Comunidad indígena Yakye Axa, el Tribunal 

consideró que los miembros de la Comunidad estaban facultados, incluso por derecho 

interno, a presentar solicitudes de reivindicación de tierras tradicionales, y ordenó como 

medida de reparación que el Estado identifique esas tierras y las entregue de manera 

gratuita192.

128.	De lo anterior Se concluye que: 1) la posesión tradicional de los indígenas sobre sus 

tierras tiene efectos equivalentes al título de pleno dominio que otorga el Estado; 2) la 

posesión tradicional otorga a los indígenas el derecho a exigir el reconocimiento oficial de 

propiedad y su registro; 3) los miembros de los pueblos indígenas que por causas ajenas 

a su voluntad han salido o perdido la posesión de sus tierras tradicionales mantienen el 

derecho de propiedad sobre las mismas, aún a falta de título legal, salvo cuando las tie-

rras hayan sido legítimamente trasladas a terceros de buena fe; y 4) los miembros de los 

pueblos indígenas que involuntariamente han perdido la posesión de sus tierras, y éstas 

han sido trasladas legítimamente a terceros inocentes, tienen el derecho de recuperarlas 

o a obtener otras tierras de igual extensión y calidad. Consecuentemente, la posesión no 

es un requisito que condicione la existencia del derecho a la recuperación de las tierras 

indígenas. El presente caso se encuadra dentro del último supuesto. 

[…]

130.	Consecuentemente, conforme a la propia legislación paraguaya, los miembros de 

la Comunidad Sawhoyamaxa tiene el derecho a solicitar que se les devuelva sus tierras 

tradicionales, aún cuando éstas se encuentren en manos privadas y no tengan plena 

posesión de las mismas.

ii)	 limitación temporal del derecho de recuperación 

131.	El segundo punto de análisis se refiere a si el derecho de recuperación de tierras tra-

dicionales permanece indefinidamente en el tiempo. Para dilucidar este asunto, la Corte 

191	 Caso de la Comunidad Moiwana. Sentencia 15 de junio de 2005. Serie C Nº 124. párr. 134.

192	 Caso Comunidad indígena Yakye Axa, Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C Nº 125, párrs. 124 a 131.
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toma en cuenta que la base espiritual y material de la identidad de los pueblos indígenas 

se sustenta principalmente en su relación única con sus tierras tradicionales. Mientras 

esa relación exista, el derecho a la reivindicación permanecerá vigente, caso contrario, se 

extinguirá. Dicha relación puede expresarse de distintas maneras, según el pueblo indí-

gena del que se trate y las circunstancias concretas en que se encuentre, y puede incluir 

el uso o presencia tradicional, ya sea a través de lazos espirituales o ceremoniales; asen-

tamientos o cultivos esporádicos; caza, pesca o recolección estacional o nómada; uso de 

recursos naturales ligados a sus costumbres; y cualquier otro elemento característico de 

su cultura194.

132.	Debe considerase, además, que la relación con la tierra debe ser posible. Por ejem-

plo, en casos como el presente, que la relación con la tierra se manifiesta inter alia en las 

actividades tradicionales de caza, pesca y recolección, si los indígenas realizan pocas o 

ninguna de esas actividades tradicionales dentro de las tierras que han perdido, porque 

se han visto impedidos de hacerlo por causas ajenas a su voluntad que impliquen un 

obstáculo real de mantener dicha relación, como violencias o amenazas en su contra, 

se entenderá que el derecho a la recuperación persiste hasta que tales impedimentos 

desaparezcan. 

133.	Como se desprende del capítulo de Hechos Probados del presente fallo (…), los 

miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa, a pesar de que han perdido la posesión y 

tienen prohibido ingresar a las tierras en reinvidicación, continúan realizando actividades 

tradicionales en ellas y aún consideran dichas tierras como propias. (…) 

134.	Por lo anterior, la Corte considera que el derecho que asiste a los miembros de la 

Comunidad Sawhoyamaxa de recuperar sus tierras perdidas no ha caducado.

iii)	 acciones para efectivizar el derecho de los miembros de la Comunidad sobre sus 

tierras tradicionales

135.	Una vez que se ha demostrado que el derecho de recuperación de las tierras tradi-

cionales perdidas está vigente, corresponde al Estado realizar las acciones necesarias para 

devolverlas a los miembros del pueblo indígena que las reclama. No obstante, conforme 

lo ha señalado la Corte, cuando el Estado se vea imposibilitado, por motivos objetivos y 

fundamentados, de adoptar medidas para devolver las tierras tradicionales y los recursos 

194	 Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C Nº 125, párr. 154.
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comunales a las poblaciones indígenas, deberá entregarles tierras alternativas de igual 

extensión y calidad, que serán escogidas de manera consensuada con los miembros de 

los pueblos indígenas, conforme a sus propias formas de consulta y decisión199.

136.	Ahora bien, la Corte no puede decidir que el derecho a la propiedad tradicional de 

los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa está por sobre el derecho a la propiedad 

privada de los actuales dueños o viceversa, por cuanto la Corte no es un tribunal de dere-

cho interno que dirime las controversias entre particulares. Esa tarea corresponde exclu-

sivamente al Estado paraguayo. No obstante, al Tribunal le compete analizar si el Estado 

garantizó o no los derechos humanos de los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa.

137. En tal sentido, el Tribunal constata que los argumentos que el Estado ha interpuesto 

para justificar la falta de concreción del derecho a la propiedad de los indígenas no han 

sido suficientes para relevar su responsabilidad internacional. El Estado ha presentado 

tres argumentos: 1) que las tierras reclamadas han sido trasladadas de propietario en 

propietario “desde hace mucho tiempo” y están debidamente inscritas; 2) que dichas 

tierras están siendo debidamente explotadas, y 3) que el propietario de las tierras “está 

amparado por un Tratado entre la República del Paraguay y la República Federal de Ale-

mania [,] el cual (…) es Ley de la Nación”. 

138.	Respecto al primer argumento, la Corte considera que el mero hecho de que las 

tierras reclamadas estén en manos privadas, no constituye per se un motivo “objetivo 

y fundamentado” suficiente para denegar prima facie las solicitudes indígenas. En caso 

contrario, el derecho a la devolución carecería de sentido y no ofrecería una posibilidad 

real de recuperar las tierras tradicionales, limitándose únicamente a esperar la voluntad 

de los tenedores actuales, y forzando a los indígenas a aceptar tierras alternativas o in-

demnizaciones pecuniarias. Sobre el particular, la Corte ha señalado que cuando existan 

conflictos de intereses en las reivindicaciones indígenas, habrá de valorarse caso por caso 

la legalidad, necesidad, proporcionalidad y el logro de un objetivo legítimo en una socie-

dad democrática (utilidad pública e interés social), para restringir el derecho de propiedad 

privada, por un lado, o el derecho a las tierras tradicionales, por el otro. El contenido 

de cada uno de estos parámetros ya fue definido por el Tribunal en el Caso Comunidad 

indígena Yakye Axa, por lo que hace remisión expresa a lo ya resuelto200.

199	 Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C Nº 125, párr. 149.

200	 Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C Nº 125, párr. 149.
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139.	El mismo análisis se aplica al segundo argumento del Estado respecto a la producti-

vidad de las tierras. Bajo este argumento subyace la idea de que los indígenas no pueden, 

bajo ninguna circunstancia, reclamar sus tierras tradicionales cuando éstas se encuentren 

explotadas y en plena productividad, mirándose la cuestión indígena exclusivamente a 

través de la productividad de la tierra y del régimen agrario, lo que resulta insuficiente a 

las peculiaridades propias de dichos pueblos.

140.	Finalmente, en lo que respecta al tercer argumento estatal, la Corte no cuenta con el 

mencionado tratado firmado entre Alemania y Paraguay, pero según lo dicho por el propio 

Estado, el referido tratado permite la expropiación o nacionalización de las inversiones de 

capital de una de las partes contratantes “por causa de utilidad o interés público”, lo cual 

podría justificar la devolución de tierras a los indígenas. Asimismo, la Corte considera que 

la aplicación de acuerdos comerciales bilaterales no justifica el incumplimiento de las obli-

gaciones estatales emanadas de la Convención Americana; por el contrario, su aplicación 

debe ser siempre compatible con la Convención Americana, tratado multilateral de dere-

chos humanos dotado de especificidad propia, que genera derechos a favor de individuos 

y no depende enteramente de la reciprocidad de los Estados201.

141.	Por lo expuesto, la Corte rechaza los tres argumentos estatales señalados supra, 

y no los considera suficientes para justificar la falta de materialización del derecho a la 

propiedad de los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa. 

142.	Finalmente, debe recordarse que, con fundamento al artículo 1.1 de la Convención, 

el Estado está obligado a respetar los derechos reconocidos en la Convención y a orga-

nizar el poder público para garantizar a las personas bajo su jurisdicción el libre y pleno 

ejercicio de los derechos humanos202. 

143.	Si bien el Paraguay reconoce en su ordenamiento el derecho a la propiedad comu-

nitaria de las tierras y recursos naturales de los indígenas, el reconocimiento meramente 

abstracto o jurídico de dicho derecho carece prácticamente de sentido si no se ha deli-

mitado físicamente y entregado las tierras por falta de medidas adecuadas de derecho 

201	 El Efecto de las Reservas sobre la Entrada en Vigencia de la Convención Americana sobre Derechos Huma-

nos. Opinión Consultiva OC-2/82 del 24 de septiembre de 1982. Serie A Nº 2, párr. 29.

202	 Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C Nº 125, párr. 153; Caso Juan 

Humberto Sánchez. Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C Nº 99, párr. 142, y Caso Ivcher Bronstein, 

supra nota 189, párr. 168. 
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interno necesarias para garantizar el uso y goce efectivo de tal derecho por parte de los 

miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa. Con ello se ha amenazado el libre desarrollo 

y transmisión de su cultura y prácticas tradicionales.

144.	Por todo lo expuesto, la Corte concluye que el Estado violó el artículo 21 de la Con-

vención Americana, en perjuicio de los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa, en 

relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma.

X.	 Violación del artículo 4 de la Convención Americana 
(Derecho a la Vida) en relación con los artículos 19 y 
1.1 De la misma

[…]

Consideraciones de la Corte

[…]

i)	 principios generales

150.	El derecho a la vida es un derecho humano fundamental, cuyo goce pleno es un 

prerrequisito para el disfrute de todos los demás derechos humanos203. De no ser respeta-

do, todos los derechos carecen de sentido. En razón de dicho carácter, no son admisibles 

enfoques restrictivos del mismo204. De conformidad con el artículo 27.2 de la Convención 

este derecho forma parte del núcleo inderogable, pues se encuentra consagrado como 

uno de los que no puede ser suspendido en casos de guerra, peligro público u otras 

amenazas a la independencia o seguridad de los Estados Partes205.

203	 Caso de la Masacre de Pueblo Bello, Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C Nº 140, párr. 120; Caso 

19 Comerciantes. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C Nº 109, párr. 153; Caso Myrna Mack Chang, 

Sentencia de 25 de noviembre de 2003, Serie C Nº 101, párr. 152; Caso Juan Humberto Sánchez. Sentencia 

de 7 de junio de 2003. Serie C Nº 99, párr. 110, y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros). 

Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C Nº 63, párr. 144.

204	 Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), supra nota 203, párr. 144; en este mismo sentido 

véase Nachova and others v. Bulgaria application nos. 43577/98 and 43579/98, EurCourt HR [gc], Judgment 

6 July 2005, párr. 94.

205	 Caso de la Masacre de Pueblo Bello, Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C Nº 140, párr. 119.
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151.	En virtud de este papel fundamental que se le asigna en la Convención, los Estados 

tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran para 

que no se produzcan violaciones de ese derecho inalienable206.

152.	En este sentido, la Corte ha señalado en su jurisprudencia constante que el cum-

plimiento de las obligaciones impuestas por el artículo 4 de la Convención Americana, 

relacionado con el artículo 1.1 de la misma, no sólo presupone que ninguna persona sea 

privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que además, a la luz de su 

obligación de garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos humanos, requiere que 

los Estados adopten todas las medidas apropiadas207 para proteger y preservar el derecho 

a la vida (obligación positiva)208 de todos quienes se encuentren bajo su jurisdicción. 

153.	En razón de lo anterior, los Estados deben adoptar las medidas necesarias para crear 

un marco normativo adecuado que disuada cualquier amenaza al derecho a la vida; esta-

blecer un sistema de justicia efectivo capaz de investigar, castigar y reparar toda privación 

de la vida por parte de agentes estatales209 o particulares210; y salvaguardar el derecho 

a que no se impida el acceso a las condiciones que garanticen una vida digna211, lo que 

incluye la adopción de medidas positivas para prevenir la violación de este derecho.

206	 Caso de la Masacre de Pueblo Bello, Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C Nº 140, párr. 120.

207	 Caso de la Masacre de Pueblo Bello, Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C Nº 140, párr. 120; en este 

sentido también cfr. L.C.B. vs. United Kingdom (1998) III, EurCourt HR 1403, 36.

208	 Caso de la Masacre de Pueblo Bello, Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C Nº 140, párr. 120; Caso 

de la “Masacre de Mapiripán”, Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C Nº 134, párr. 232; Caso 

Huilce Tecse. Sentencia de 3 de marzo de 2005. Serie C Nº 121, párr. 66; Caso “Instituto de Reeducación del 

Menor”. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C Nº 112, párr. 158; Caso de los Hermanos Gómez 

Paquiyauri. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C Nº 110, párr. 129; Caso 19 Comerciantes, supra nota 

203, párr. 153; Caso Myrna Mack Chang, supra nota 203, párr. 153; Caso Juan Humberto Sánchez, supra 

nota 203, párr. 110; Caso Bámaca Velásquez. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C Nº 70, párr. 

172; y Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), supra nota 203, párrs. 144 a 146.

209	 Caso de la Masacre de Pueblo Bello, Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C Nº 140, párr. 120, y Kiliç v. 

Turkey (2000) III, EurCourt HR, 62 and 63. 

210	 Caso de la Masacre de Pueblo Bello, Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C Nº 140, párr. 120; Caso 

de la “Masacre de Mapiripán”, Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C Nº 134, párr. 111; véase 

también Osman v. the United Kingdom (1998) VIII, 115 and 116.

211	 Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C Nº 125, párr. 161; Caso de los 

“Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros), supra nota 203, párr. 144, y Caso “Instituto de Reeducación 

del Menor”. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C Nº 112, párr. 156.
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154.	La Corte ha establecido que la responsabilidad internacional de los Estados, en el mar-

co de la Convención Americana, surge en el momento de la violación de las obligaciones 

generales recogidas en los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado.212 De estas obligaciones gene-

rales derivan deberes especiales, determinables en función de las particulares necesidades 

de protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación 

específica en que se encuentre,213 como extrema pobreza o marginación y niñez.

155.	Es claro para la Corte que un Estado no puede ser responsable por cualquier situa-

ción de riesgo al derecho a la vida. Teniendo en cuenta las dificultades que implica la 

planificación y adopción de políticas públicas y las elecciones de carácter operativo que 

deben ser tomadas en función de prioridades y recursos, las obligaciones positivas del 

Estado deben interpretarse de forma que no se imponga a las autoridades una carga im-

posible o desproporcionada214. Para que surja esta obligación positiva, debe establecerse 

que al momento de los hechos las autoridades sabían o debían saber de la existencia 

de una situación de riesgo real e inmediato para la vida de un individuo o grupo de in-

dividuos determinados, y no tomaron las medidas necesarias dentro del ámbito de sus 

atribuciones que, juzgadas razonablemente, podían esperarse para prevenir o evitar ese 

riesgo215.

ii)	 aplicación de estos principios al presente caso 

156.	(…) La controversia radica en determinar si el Estado es responsable de que las pre-

suntas víctimas estén en esas condiciones y si ha adoptado las medidas necesarias dentro 

del ámbito de sus atribuciones que, juzgadas razonablemente, podían esperarse para 

prevenir o evitar el riesgo al derecho a la vida de las presuntas víctimas.

212	 Caso de la Masacre de Pueblo Bello, Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C Nº 140, párr. 111; Caso de 

la “Masacre de Mapiripán”, Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C Nº 134, párr. 111, y Condición 

Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre 

de 2003. Serie A Nº 18, párr. 140.

213	 Caso de la Masacre de Pueblo Bello, Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C Nº 140, párrs. 111 y 112; 

Caso de la “Masacre de Mapiripán”, Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C Nº 134 párrs. 108 y 

110, y Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C Nº 110, párr. 71.

214	 Caso de la Masacre de Pueblo Bello, Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C Nº 140, párr. 124, y Kiliç v. 

Turkey (2000) III, EurCourt HR, 63. 

215	 Caso de la Masacre de Pueblo Bello, Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C Nº 140, párrs. 123 y 124, 

y véase también Kiliç v. Turkey (2000) III, EurCourt HR, 63, Öneryildiz v. Turkey, application no. 48939/99, 

EurCourt HR [gc], Judgment 30 November 2004, 93, y Osman v. the United Kingdom (1998) VIII, 116.
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[…]

163.	La Corte comparte el criterio del Estado respecto a que éste no ha inducido o mo-

tivado a los miembros de la Comunidad a trasladarse al costado de la ruta. No obstante, 

nota que existían poderosas razones para que los miembros de la Comunidad abando-

naran las estancias en las que se encontraban y trabajaban, por las penosas condiciones 

físicas y laborales en las que vivían (…). Asimismo, ese argumento no es suficiente para 

que el Estado se aparte de su deber de proteger y garantizar el derecho a la vida de las 

presuntas víctimas. Es necesario que el Estado demuestre que hizo las gestiones necesa-

rias para sacar a los indígenas del costado de la ruta y, mientras eso sucedía, que adoptó 

acciones pertinentes para disminuir el riesgo en el que se encontraban.

[…]

165.	En el mismo sentido, el Estado ha señalado que los indígenas se han negado a 

trasladarse a otro lugar provisorio mientras se soluciona el asunto en las instancias inter-

nas. No obstante, esta Corte no encuentra bases probatorias para este argumento. Del 

expediente obrante en este Tribunal no se desprende que se hayan hecho ofrecimientos 

concretos, ni se ha indicado los posibles lugares a los que hubiesen sido traslados los 

miembros de la Comunidad, su distancia respecto al hábitat tradicional, u otros detalles 

que permitan valorar la viabilidad de tales ofrecimientos.

166.	En consecuencia, este Tribunal considera que el Estado no adoptó las medidas ne-

cesarias para que los miembros de la Comunidad dejen el costado de la ruta y, por ende, 

las condiciones inadecuadas que ponían y ponen en peligro su derecho a la vida.

167.	(…) Sin embargo, considera, como lo ha hecho en otras ocasiones218, que la legis-

lación por sí sola no es suficiente para garantizar la plena efectividad de los derechos 

protegidos por la Convención, sino que comporta la necesidad de una conducta guber-

namental que asegure la existencia, en la realidad, de una eficaz garantía del libre y pleno 

ejercicio de los derechos humanos. 

168.	En el presente caso, junto con la carencia de tierra, la vida de los miembros de la 

Comunidad Sawhoyamaxa se caracteriza por el desempleo, el analfabetismo, las tasas de 

morbilidad por enfermedades evitables, la desnutrición, las precarias condiciones de su 

218	 Caso de la Masacre de Pueblo Bello, Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C Nº 140, párr. 142. 
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vivienda y entorno, las limitaciones de acceso y uso de los servicios de salud y agua pota-

ble, así como la marginalización por causas económicas, geográficas y culturales (…).

[…]

173.	La Corte no acepta el argumento estatal referente a la responsabilidad compartida 

que tenían los enfermos de concurrir a los centros asistenciales para recibir tratamiento, 

y los líderes de la Comunidad de llevarlos a tales centros o comunicar la situación a las 

autoridades sanitarias. A partir de la emisión del Decreto de emergencia correspondía 

al INDI y a los Ministerios del Interior y de Salud Pública y Bienestar Social adoptar “las 

acciones que correspondan para la inmediata provisión de atención médica y alimentaria 

a las familias integrantes de [la Comunidad Sawhoyamaxa], durante el tiempo que duren 

los trámites judiciales referente a la legislación de las tierras reclamadas como parte de 

[su] hábitat tradicional” (…). Con ello, los bienes y servicios de salud específicamente 

dejaron de depender de la capacidad adquisitiva individual de las presuntas víctimas, y 

por tanto el Estado debió adoptar medidas que contribuyan a la prestación y suministro 

de tales bienes y servicios. Es decir, las medidas a las que el Estado se comprometió frente 

a los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa diferían por su carácter de urgencia de 

aquellas que el Estado debía adoptar para garantizar los derechos de la población y las 

comunidades indígenas en general. Aceptar lo contrario sería incompatible con el objeto 

y propósito de la Convención Americana, la cual requiere que sus provisiones sean inter-

pretadas y aplicadas de tal forma que los derechos en ella contemplados sean práctica y 

efectivamente protegidos.

174.	Se suma a lo anterior los serios impedimentos de los miembros de esta Comunidad 

para acudir por sus propios medios a los centros asistenciales de salud. Las presuntas 

víctimas señalaron que: 

Estamos cerca de una ciudad grande que es Concepción, ahí está el hospital más 

cercano, cuando se enferma nuestra gente pensamos en llevarles a esa ciudad, 

pero sufrimos mucho, porque sin plata sabemos que no nos van a atender, no hay 

medicamentos para los pobres, solo recetas para comprar en farmacias y el poco 

dinero que a veces tenemos, no nos alcanza, tenemos que pedir ayuda a través de 

alguna radio que hace campañas, esa es la única forma, cuando la gente de buena 

voluntad nos ayuda220.

220	 Declaración de la señora Elsa Ayala rendida ante fedatario público el 17 de enero de 2006, (expediente 

sobre el fondo y las eventuales reparaciones y costas, Tomo III, folios 676 a 679);
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En la situación en que estamos, en caso de enfermedad o muerte, por ejemplo, 

nuestra comunidad se encuentra totalmente desprotegida, no existen datos de na-

cimientos ni registro de muertes que se producen en nuestra comunidad, el Estado 

se burla de nosotros por ser indígenas y nos discriminan. Ni en los centros de salud, 

cuando podemos llegar, podemos ser atendidos porque no tenemos plata o porque 

nos dicen que “no hay médicos” y además muchos de nosotros no tenemos ni 

cédulas de identidad. Muchas veces queremos recurrir a nuestros conocimientos de 

medicina tradicional, pero no podemos acceder a la recolección de hierbas medici-

nales porque se encuentran dentro de las tierras alambradas y debemos resignarnos 

a las enfermedades y las muertes221. 

[…]

176.	(…) la Corte considera que los hechos narrados (…) que no fueron controvertidos 

por el Estado, y sobre los cuales no presentó ninguna prueba concreta en contrario, con-

firman lo señalado por el perito Balmaceda, en el sentido de que “los pocos [enfermos de 

la Comunidad] que pudieron llegar hasta un profesional médico o un centro asistencia lo 

hicieron en forma tardía o fueron tratados muy deficientemente o mejor dicho en forma 

denigrante para la condición humana”. Por ello, el Tribunal considera que tales muertes 

son atribuibles al Estado.

177.	En materia de derecho a la vida de los niños, el Estado tiene, además de las obliga-

ciones señaladas para toda persona, la obligación adicional de promover las medidas de 

protección a las que se refiere el artículo 19 de la Convención Americana, el cual dispone 

que: “[t]odo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor 

requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado”. Así, por una parte, el Es-

tado debe asumir su posición especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y 

debe tomar medidas especiales orientadas en el principio del interés superior del niño222. 

221	 Declaración del señor Leonardo González Fernández rendida ante fedatario público el 17 de enero de 2006, 

(expediente sobre el fondo y las eventuales reparaciones y costas, Tomo III, folios 728 a 731)

222	 Caso de la “Masacre de Mapiripán”, Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C Nº 134, párr. 152; 

Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C Nº 125, párr. 172, y Caso 

“Instituto de Reeducación del Menor”, supra nota 211, párr. 160. En el mismo sentido, cfr. Condición Jurí-

dica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 2002. Serie A Nº 17, 

párrs. 56 y 60.
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Lo anterior no puede desligarse de la situación igualmente vulnerable de las mujeres 

embarazadas de la Comunidad. Los Estados deben prestar especial atención y cuidado a 

la protección de este grupo y adoptar medidas especiales que garanticen a las madres, 

en especial durante la gestación, el parto y el período de lactancia, el acceso a servicios 

adecuados de atención médica.

178.	(…) La Corte considera que las muertes de 18 niños miembros de la Comunidad 

(…) son atribuibles al Estado, precisamente por la falta de prevención, lo que constituye 

además una violación del artículo 19 de la Convención. Asimismo, la Corte declara que 

el Estado violó el artículo 4.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 

de la misma, por la muerte del señor Luis Torres Chávez, quien falleció por enterocolitis, 

sin ningún tipo de atención médica (…).

[…]

XII.	 Violación del artículo 3 de la Convención Americana 
(Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica)

[…]

188.	El derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica representa un parámetro 

para determinar si una persona es titular o no de los derechos de que se trate, y si los 

puede ejercer224 La violación de aquel reconocimiento supone desconocer en términos 

absolutos la posibilidad de ser titular de esos derechos y contraer obligaciones225, y hace 

al individuo vulnerable frente a la no observancia de los mismos por parte del Estado o 

de particulares226.

189.	Es deber del Estado procurar los medios y condiciones jurídicas en general, para 

que el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica pueda ser ejercido por sus 

titulares. En especial, el Estado se encuentra obligado a garantizar a aquellas personas en 

224	 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Examen de los informes presentados por los Estados 

Partes de conformidad con el artículo 40 del Pacto. UN Doc CCPR/C/ 31/ADD. 4 (1996), párr. 58.

225	 Caso Bámaca Velásquez. Sentencia de 25 de Noviembre de 2000, Serie C Nº 70, párr. 179.

226	 Caso de las Niñas Yean y Bosico, Sentencia de 8 de septiembre de 2005. Serie C Nº 130, párr. 178; Caso 

Bámaca Velásquez, supra nota 225, párr. 179.
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situación de vulnerabilidad, marginalización y discriminación, las condiciones jurídicas y 

administrativas que les aseguren el ejercicio de este derecho, en atención al principio de 

igualdad ante la ley.

190.	En el presente caso, la Corte ha tenido por demostrado que 18 de los 19 miembros 

de la Comunidad Sawhoyamaxa que fallecieron como consecuencia del incumplimiento 

por parte del Estado de su deber de prevención de su derecho a la vida (…), no contaron 

con registros de su nacimiento y defunción, ni con algún otro documento proveído por 

el Estado capaz de demostrar su existencia e identidad. 

191.	Igualmente, se desprende de los hechos que los miembros de la Comunidad viven 

en condiciones de extremo riesgo y vulnerabilidad, por lo que tienen serios impedimentos 

económicos y geográficos para obtener el debido registro de nacimientos y defunciones, 

así como otros documentos de identidad. En tal sentido, el señor Carlos Marecos, líder 

de la Comunidad, expresó que: [E]n cuanto a la documentación personal los indígenas 

siempre tuvimos muchos problemas, hasta ahora hay gente que nunca tuvo documentos, 

hay casos de personas que tiene cédulas recién después de viejos, porque nunca fueron 

a Asunción [. T]rabajan en las estancias así nomás sin documentos (…) ni siquiera mis 

hijos tienen cédulas, tenemos que ir a Asunción para sacar la partida de nacimiento y 

luego la cédula, pero el pasaje es caro, no es fácil viajar (…). Los niños que nacen en la 

Comunidad, en su mayoría no son registrados. (…) Las personas que mueren tampoco 

son registradas.

192.	Los miembros de la Comunidad mencionados anteriormente han permanecido en 

un limbo legal en que, si bien nacieron y murieron en el Paraguay, su existencia misma e 

identidad nunca estuvo jurídicamente reconocida, es decir, no tenían personalidad jurí-

dica. Incluso el Estado en el presente procedimiento ante la Corte ha pretendido utilizar 

esta situación en su propio beneficio. En efecto, al momento de referirse al derecho a la 

vida, el Estado argumentó: si no se ha probado siquiera la existencia de estas personas ni 

aún la muerte de las mismas [,] mal puede reclamarse responsabilidad de nadie y menos 

al Estado ¿Dónde están los certificados de nacimiento y de defunción? 

193.	(…) La Corte estima que era deber del Paraguay implementar mecanismos que per-

mitan a toda persona obtener el registro de su nacimiento u otros documentos de iden-

tificación, resguardando que estos procesos, en todos sus niveles, sean accesibles jurídica 

y geográficamente, para hacer efectivo el derecho al reconocimiento de la personalidad 

jurídica.
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194.	Con base en las consideraciones anteriores, y sin perjuicio de que otros miembros 

de la Comunidad se encuentren en la misma situación, la Corte estima que el Estado 

violó el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica consagrado en el artículo 3 

de la Convención Americana, (…).

XIII.	R eparaciones - Aplicación del artículo 63.1

[…]

Consideraciones de la Corte

A)	 Beneficiarios

204.	El Tribunal considera como parte lesionada a los miembros de la Comunidad indíge-

na Sawhoyamaxa, en su carácter de víctimas de las violaciones señaladas anteriormente 

(…)

[…]

207.	La indemnización que el Tribunal fije a favor del conjunto de los miembros de la 

Comunidad Sawhoyamaxa será puesta a disposición de los líderes de la Comunidad, en 

su representación.

208.	Además, este Tribunal considera como “parte lesionada” a los 19 miembros de esta 

Comunidad indígena que fallecieron como consecuencia de los hechos (…).

209. La cantidad que se fije a favor de estas personas deberá ser entregada a sus familia-

res conforme a los usos, costumbres y derecho consuetudinario de la Comunidad.

B)	 Devolución de las tierras tradicionales a los miembros de la Comunidad 

Sawhoyamaxa 

210.	A la luz de sus conclusiones en el capítulo relativo al artículo 21 de la Convención 

Americana (…), la Corte considera que la devolución de las tierras tradicionales a los 

miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa es la medida de reparación que más se acerca 

a la restitutio in integrum, por lo que dispone que el Estado debe adoptar todas las me-

didas legislativas, administrativas y de cualquier otra índole necesarias para asegurar a los 
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miembros de la Comunidad el derecho de propiedad sobre sus tierras tradicionales y, por 

lo tanto, su uso y goce.

211.	(…) Sin embargo, la restitución de estas tierras a la Comunidad se ve impedida, ya 

que están en la actualidad bajo el dominio privado.

212.	En tal sentido, conforme a la jurisprudencia del Tribunal234, el Estado deberá va-

lorar la posibilidad de compra o la legalidad, necesidad y proporcionalidad de la ex-

propiación de esas tierras con el fin de lograr un objetivo legítimo en una sociedad 

democrática, conforme a lo reiterado en los párrafos 135 a 141 de esta Sentencia y 

los párrafos 143 a 151 de la sentencia emitida por el Tribunal en el Caso Comunidad 

indígena Yakye Axa. Si por motivos objetivos y fundamentados, la devolución de las 

tierras ancestrales a los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa no fuera posible, 

el Estado deberá entregarles tierras alternativas, electas de modo consensuado con la 

comunidad indígena en cuestión, conforme a sus propias formas de consulta y deci-

sión, valores, usos y costumbres. En uno u otro caso, la extensión y calidad de las tierras 

deberán ser las suficientes para garantizar el mantenimiento y desarrollo de la propia 

forma de vida de la Comunidad.

[…]

214.	Al respecto, debe tenerse en cuenta que, de conformidad con los párrafos 135 

a 141 de esta Sentencia, el hecho de que las tierras tradicionales de la Comunidad se 

encuentre en manos privadas, o el hecho de que tales tierras estén racionalmente explo-

tadas, no son per ser motivos “objetivos y fundamentados” que impidan su devolución.

215.	El Estado cuenta con un plazo de tres años, contado a partir de la notificación de la 

presente Sentencia, para entregar las tierras física y formalmente a las víctimas, sea que 

se adquieran por medio de compra, expropiación o elección de tierras alternativas. Para 

ello, deberá asegurar todos los fondos necesarios.

[…]

234	 Caso Comunidad Indígena Yakye Axa. Interpretación de la Sentencia sobre Fondo, Reparaciones y costas 

(art. 67 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 6 de febrero de 2006. Serie C Nº 

142, párr. 26, y Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, supra nota 1, párr. 144 a 154 y 217. 
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D)	 Daño inmaterial

[…]

221.	Este Tribunal nota que la falta de concreción del derecho a la propiedad comunal de 

los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa, así como las graves condiciones de vida a 

las que se han visto sometidos como consecuencia de la demora estatal en la efectiviza-

ción de sus derechos territoriales, deben ser valoradas por la Corte al momento de fijar el 

daño inmaterial.

222. De igual forma, el Tribunal observa que la significación especial que la tierra tiene 

para los pueblos indígenas en general, y para los miembros de la Comunidad Sawhoya-

maxa en particular (…), implica que toda denegación al goce o ejercicio de los derechos 

territoriales acarrea el menoscabo de valores muy representativos para los miembros de 

dichos pueblos, quienes corren el peligro de perder o sufrir daños irreparables en su vida 

e identidad y en el patrimonio cultural por transmitirse a las futuras generaciones. 

223.	En el presente caso, el Estado reconoció “la necesidad de los miembros de la Comuni-

dad de dar a las tierras que se le entreguen un rendimiento productivo que pueda sustentar 

las necesidades de la Comunidad y permitir el desarrollo adecuado de las mismas. Para tal 

efecto, pondrá en ejecución un proyecto de desarrollo adecuado de las tierras, inmediata-

mente después de que haya sido consultado y aceptado por la Comunidad” (…).

224.	La Corte, tomando en cuenta lo anterior, considera procedente, en equidad, or-

denar al Estado la creación de un fondo de desarrollo comunitario en las tierras que se 

entreguen a los miembros de la Comunidad, de conformidad con el párrafo 207 de esta 

Sentencia. El Estado deberá destinar la cantidad de US $1.000.000,00 (un millón de 

dólares de los Estados Unidos de América), para tal fondo, el cual consistirá en la imple-

mentación de proyectos educacionales, habitacionales, agrícolas y de salud, así como de 

suministro de agua potable y la construcción de infraestructura sanitaria, en beneficio 

de los miembros de la Comunidad. Estos proyectos deberán ser determinados por un 

comité de implementación, que se describe a continuación, y deberán ser completados 

en un plazo de dos años, contados a partir de la entrega de las tierras a los miembros de 

la Comunidad indígena.

225.	El comité al que se refiere el párrafo anterior estará encargado de determinar las 

modalidades de implementación del fondo de desarrollo, y estará conformado por tres 
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miembros: un representante designado por las víctimas, otro por el Estado, y uno desig-

nado de común acuerdo entre las víctimas y el Estado. Si dentro de los seis meses a partir 

de la notificación de la presente Sentencia el Estado y los representantes no hubieren 

llegado a un acuerdo respecto de la integración del comité de implementación, la Corte 

los convocará a una reunión para tratar este asunto.

226.	Por otro lado, a la luz de las conclusiones realizadas en el capítulo del presente fallo 

sobre el artículo 4.1 de la Convención, ante la existencia de base suficiente para presumir 

el sufrimiento padecido por las personas fallecidas, en su mayoría niños y niñas, bajo las 

condiciones descritas anteriormente (…).

[…]

a)	 Suministro de bienes y prestación de servicios básicos

230.	Tomando en cuenta lo anterior y a la luz de sus conclusiones en el capítulo relativo 

al artículo 4 de la Convención Americana (…), la Corte dispone que mientras los miem-

bros de la Comunidad se encuentren sin tierras, el Estado deberá adoptar de manera 

inmediata, regular y permanente, las siguientes medidas: a) suministro de agua potable 

suficiente para el consumo y aseo personal de los miembros de la Comunidad; b) revisión 

y atención médica de todas los miembros de la Comunidad, especialmente los niños, 

niñas, ancianos y mujeres, acompañado de la realización periódica de campañas de vacu-

nación y desparasitación, que respeten sus usos y costumbres; c) entrega de alimentos en 

calidad y cantidad suficientes; d) creación de letrinas o cualquier tipo de servicio sanitario 

adecuado en los asentamientos de la Comunidad, y e) dotar a la escuela del asentamien-

to “Santa Elisa” de los materiales y recursos humanos necesarios, y crear una escuela 

temporal con los materiales y recursos humanos necesarios para los niños y niñas del 

asentamiento “Km. 16”. En la medida de lo posible la educación impartida considerará 

la cultura de la Comunidad y del Paraguay y será bilingüe, en idioma exent y, a elección 

de los miembros de la Comunidad, español o guaraní.

231.	De igual forma, en vista de las conclusiones establecidas en el capítulo relativo al 

artículo 3 de la Convención, la Corte dispone que el Estado debe realizar, en el plazo 

máximo de un año contado a partir de la notificación de la presente sentencia, un pro-

grama de registro y documentación, de tal forma que los miembros de la Comunidad 

puedan registrarse y obtener sus documentos de identificación.
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232.	Finalmente, dadas las dificultades que los miembros de la Comunidad tienen para 

acceder a los centros de salud (…), el Estado deberá establecer en los asientos Santa Elisa 

y Kilómetro 16 de la Comunidad Sawhoyamaxa un sistema de comunicación que permita 

a las víctimas contactarse con las autoridades de salud competentes, para la atención de 

casos de emergencia. De ser necesario, el Estado proveerá el transporte. Para establecer 

este sistema de comunicación el Estado dispone del plazo de seis meses a partir de la 

notificación de la presente Sentencia.

233.	Para el cumplimiento de lo establecido en los párrafos anteriores, el Estado deberá 

contar con la participación y el consentimiento informado de las víctimas, expresado a 

través de sus representantes y líderes.

c)	 Adecuación de la legislación interna a la Convención Americana

[…]

235.	Tomando en cuenta lo anterior y a la luz de las conclusiones a las que llegó el Tribu-

nal en los capítulos referentes a los artículos 8, 21, 25 y 2 de la Convención Americana, 

la Corte considera que es necesario que el Estado garantice el goce efectivo los derechos 

reconocidos en su Constitución Política y en su legislación, de conformidad con la Con-

vención Americana. En consecuencia, el Estado, en un plazo razonable, deberá adoptar 

en su derecho interno, según lo dispuesto en el artículo 2 de la Convención Americana, 

las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro carácter que sean necesarias 

para crear un mecanismo eficaz de reclamación de tierras ancestrales de los pueblos 

indígenas que haga cierto su derecho de propiedad y que tenga en cuenta su derecho 

consuetudinario, valores, usos y costumbres.

e)	 Publicación y difusión de las partes pertinentes de la Sentencia de la Corte

236.	Como lo ha ordenado en otras oportunidades239, la Corte estima que, como medida 

de satisfacción, el Estado debe publicar dentro del plazo de un año contado a partir de la 

notificación de la presente Sentencia, al menos por una vez, en el Diario Oficial y en otro 

239	 Caso Acevedo Jaramillo y otros. Sentencia de 7 de febrero de 2006. Serie C Nº 144, párr. 313; Caso López 

Álvarez, Sentencia de 1 de febrero de 2006. Serie C Nº 141, párr. 208, y Caso de la Masacre de Pueblo Bello, 

Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C Nº 140, párr. 279.
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diario de circulación nacional, tanto la sección denominada Hechos Probados, sin la notas al 

pie de página, como los puntos resolutivos primero a decimocuarto de esta Sentencia. Asi-

mismo, el Estado deberá financiar la transmisión radial240 del contenido de los párrafos 73.1 

a 73.75 del capítulo VII de Hechos Probados, sin las notas al pie de página, y de los puntos 

resolutivos primero a decimocuarto de la presente Sentencia, en el idioma que los miembros 

de la Comunidad decidan, en una radio a la cual tengan acceso. La transmisión radial deberá 

efectuarse al menos por cuatro ocasiones con un intervalo de dos semanas entre cada una. 

[…]

XIV.	 Puntos Resolutivos

248.	Por tanto,

La Corte 

Por unanimidad,

[…]

dispone que:

6.	 el Estado debe adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier 

otra índole necesarias para, en el plazo máximo de tres años, entregar física y formalmen-

te a los miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa sus tierras tradicionales, (…).

7.	 el Estado deberá implementar un fondo de desarrollo comunitario, (…).

[…]

9.	 mientras los miembros de la Comunidad indígena Sawhoyamaxa se encuentren sin 

tierras, el Estado deberá suministrarles los bienes y servicios básicos necesarios para su 

subsistencia, (…).

240	 Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C Nº 125, párr. 227, y Caso 

Yatama, Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C Nº 127, párr. 253.
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10.	 en el plazo de seis meses contado a partir de la notificación de la presente Senten-

cia, el Estado deberá establecer en los asientos Santa Elisa y Kilómetro 16 de la Comuni-

dad Sawhoyamaxa un sistema de comunicación que permita a las víctimas contactarse 

con las autoridades de salud competentes, para la atención de casos de emergencia, (…).

[…]

12.	 el Estado deberá adoptar en su derecho interno, en un plazo razonable, las medidas 

legislativas, administrativas y de cualquier otro carácter que sean necesarias para crear un 

mecanismo eficaz de reclamación de tierras ancestrales de los miembros de los pueblos 

indígenas que haga cierto sus derechos sobre sus tierras tradicionales, (…).

[…]
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